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dejó de satisfacer los recibos que la Caja de Ahorros
de Barcelona le giraba en concepto del préstamo hipo­
tecario, ante lo cual esta última promovió el correspon­
diente procedimiento de ejecución. que dirigió única­
mente contra el deudor hipotecario «Unión de Contra­
tistas. S.A...; cl en tercer término. que en el curso del
procedimiento hipotecario. el Juzgado de Primera Ins­
tancia núm. 5 de Barcelona efectuó en el domicilio de
la actora. aunque a nombre de la «Unión de Contratis­
tas, S.A... tres distintas notificaciones. la primera de
requerimiento de pago, con fecha 12 de junio de 1986.
recogida por el vecino del inmueble don Luis Sacedón;
la segunda sobre lugar, fecha y hora de celebración de
la subasta. enviada por correo certificado recogido por
la vecina doña María del Carmen Martínez, notificaciones
ambas efectuadas con apercibimiento de entrega, y la
tercera de liquidación de intereses y notificación de tasa­
ción de costas. realizada por cédula entregada perso­
nalmente y firmada por la propia actora. con fecha 23
de octubre de 1987; d) en cuarto lugar. que el 25
de mayo de 1988 se produjo en el domicilio de la actora
la diligencia de otorgamiento de la posesión de la finca
en favor de los adjudicatarios de la subasta. trámite en
el que manifiesta la demandante haber tenido conoci­
miento por vez primera de la existencia del proceso hipo­
tecario. y e) en quinto y último lugar, que la actora
suscribió con los adjudicatarios un contrato de arren­
damiento de la vivienda. reconociendo expresamente la
titularidad dominical de aquéllos sobre la finca.

4. Resulta de lo actuado que existieron tres noti­
ficaciones concretas practicadas en el domicilio de la
actora acerca de la existencia del procedimiento. todas
ellas anteriores a la adjudicación de la finca de pública
subasta; dos de ellas entendidas. ante la ausencia de
aquélla. con un vecino del inmueble (si bien dirigidas
nominalmente al deudor «Unión de Contratistas. S.A...).
y una tercera practicada directamente con la deman­
dante. tras la tasación de costas y liquidación de
intereses.

Ello evidencia que la afirmación de la recurrente. al
solicitar posteriormente la nulidad de actuaciones, de
que no tuvo conocimiento de la existencia del proceso
con anterioridad a la adjudicación de la finca tras su
venta en pública subasta. no es aceptable; puesto que
tanto de las dos primeras notificaciones practicadas en
el que constituía su domicilio habitual. sin que el tercero
con el que se entendieron manifestase reparo alguno
en hacerse cargo de ellas (por lo que todo parece indicar
que las entregó a la ocupante de dicho inmueble). como,
de forma aún más concluyente. de la práctica de una
tercera notificación entendida directamente con la actual
demandante de amparo. se excluye la falta de cono­
cimiento del proceso que ésta a'lega como fundamento
de su pretensión de amparo.

5. Ha de rechazarse la denuncia de indefensión que
la demandante invoca en este supuesto concreto y. por
consiguiente. el amparo que se solicita invocando expre­
samente la doctrina de nuestra STC 148/1988. porque
la indefensión, en aquel supuesto reconocida y reparada,
se fundamentaba. precisamente. en el desconocimiento
de la existencia del proceso por parte del tercer poseedor
del inmueble. que, con arreglo a lo dispuesto en los
preceptos citados de la legislación hipotecaria, debía
haber tenido dicho conocimiento. y ello. tanto en el
supuesto de que su condición derive de la oportuna cer­
tificación registral (regla 4." del arto 131 l.H.). como por­
que resulte acreditada su adquisición del inmueble para

el acreedor ejecutante (regla 3" arto 131 L.H.), por lo
que, pese a la inexistencia de asiento registral, deberá
ser requerido de pago e informado de la existencia del
proceso.

En el presente caso. en el que. conforme se ha expues­
to. hubo tres notificaciones sucesivas del proceso sin
que la actora hiciese manifestación alguna al rjlspecto
ni opusiera reparo a la continuación del mismo. para.
finalmente, celebrar con los propios adjudicatarios del
inmueble un contrato de arrendamiento sobre la vivienda
subastada y adquirida por éstos. no puede estimarse
que haya existido desconocimiento de la causa ni. en
consecuencia. indefensión derivada de la imposibilidad
de intervención en ella de la recurrente a los efectos
previstos legalmente; esto es. satisfacer el crédito ase­
gurado e impedir la venta en pública subasta y posterior
adjudicación del citado inmueble hipotecado a favor de
terceros adquirentes del mismo. Antes bien, de la con­
ducta de la demandante de amparo se desprende su
pasividad ante la ejecución y la posterior conformidad
tácita con la regularidad del procedimiento. a través del
contrato con los adjudicatarios. todo lo cual pone de
manifiesto la inconsistencia de la queja constitucional
planteada.

FALLO

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese este Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado...

Dada en Madrid. a cúatro de julio de mil novecientos
noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente
Gimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique Ruiz Vadi­
1I0.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Javier Del­
gado Barrio.-Firmado y rubricado.

18593 Sala Primera. Sentencia 110/1995, de 4
de julio de 1995. Recurso de amparo
1.297/1994. Contra Auto de la Sala Tercera
del Tribunal Supremo inadmitiendo recurso de
casación contra Sentencia dictada por la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del T.S.J. de
Madrid. que desestimó recurso deducido con­
tra Resolución del Ayuntamiento de Madrid
sobre plusvalía. Supuesta vulneración de los
derechos a la tutela judicial efectiva y a la
utilización de los medios de prueba pertinen­
tes: motivación suficiente de la Sentencia
recurrida e irrelevancia de la prueba pro­
puesta.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra. don Pedro Cruz Villalón. don
Enrique Ruiz Vadillo. don Manuel Jiménez de Parga y
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Cabrera y don Javier Delgado Barrio. Magistrados. ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de ampa.ro núm. 1.297/94. interpuesto
por la entidad mercantil «Torre Serrano. S.A.». represen­
tada por el Procurador de los Tribunales don luis Pozas
Granero y asistida por el letrado don Antonio lópez
Roa. contra el Auto de la Sala Tercera del Tribunal Supre­
mo. de 17 de marzo de 1994. que acuerda inadmitir
el recurso de casación formulado. y contra la Sentencia
dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Madrid de 3 de febrero
de 1993. que desestimó el recurso deducido contra la
Resolución del Ayuntamiento de Madrid de 21 de mayo
de 1987. sobre plusvalía (recurso 4.717/89). Han com­
parecido el Ayuntamiento de Madrid. representado por
el Procurador don Rafael Rodríguez Montaut y defendido
por la letrada doña Aurora Rivas Ses. y el Ministerio
Fiscal. Ha sido Ponente el Presidente don Alvaro Rodrf­
guez Bereijo. quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el día 20
de abril de 1994. el Procurador de los Tribunales don
luis Pozas Granero. en nombre y representación de la
entidad «Torre Serrano. S.A.». interpuso recurso de
amparo contra el Auto dictado por la Sala Tercera del
Tribunal Supremo el día 17 de marzo de 1994. por el
que se inadmitía el recurso de casación formulado contra
la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Madrid
de 3 de febrero de 1993 (sobre liquidación del Impuesto
de Plusvalía). resolución ésta también recurrida en
amparo.

2. los hechos en que se basa la demanda son. en
síntesis. los siguientes:

a) la entidad recurrente en amparo impugnó las
liquidaciones giradas por el Ayuntamiento de Madrid por
el denominado «Arbitrio Municipal de Plusvalía» corres­
pondientes a la transmisión de una finca en Madrid. rea­
lizada en el año 1986.

b) Desestimado su recurso. la sociedad actora inter­
puso recurso contencioso-administrativo por estimar. por
una parte. incorrectos los períodos tomados en consi­
deración para practicar la liquidación y. por otra. que
existía una aplicación errónea de los índices de valores
y de las reglas vigentes en aquella fecha.

Por otrosf del escrito. de demanda se propuso por
la recurrente la práctica de prueba sobre las reglas de
aplicación de los índices de valores establecidos por el
Ayuntamiento de Madrid sobre las normas del Plan Gene­
ral de Urbanismo que afectaban al inmueble. y los fndices
de los precios al consumo elaborados por el Instituto
Nacional de Estadística; prueba que fue declarada per­
tinente acordando la Sala librar los correspondientes ofi­
cios. pero sin que a la fecha de finalización del período
probatorio,el Ayuntamiento de Madrid hubiera devuelto
tales oficios interesados como medio probatorio.

c) El Tribunal Superior de Justicia de Madrid dictó
Sentencia el día 3 de febrero de 1993. en la que se
desestimaba el recurso contencioso deducido.

d) Interpuesto recurso de casación contra la anterior
Sentencia y una vez formalizado el recurso. la Sala Ter­
cera (Sección Séptima) del Tribunal Supremo dictó pro­
videncia poniendo de manifiesto la posible concurrencia
de la causa de inadmisión del recurso contemplado en
el arto 93.2 b) de la ley de. Jurisdicción Contencioso-Ad­
ministrativa (insuficiencia de la cuantía).

e) Una vez oídas las partes. la referida Sección Sép­
tima de la Sala Tercera del Tribunal Supremo dictó Auto
declarando la inadmisibilidad del recurso por razón de
la cuantía. Razonaba la Sala que ninguna de las dos
liquidaciones impugnadas excedían de seis millones.lími­
te mínimo para acceder al recurso casacional conforme
el arto 93. 2 b) de la ley 10/1992. de 30 de abril. sin
que procediera la acumulación. a efectos de la cuantía.
según lo establecido en el arto 50.3 de la ley jurisdic­
cional que la Sala estima aplicable al recurso de casación.

3. En la demanda de amparo se estima que tanto
el Auto del Tribunal Supremo que inadmite el recurso
de casación. como la Sentencia del Tribunal Superior
de Justicia. infringen el derecho a la tutela judicial efec­
tiva. Por lo que respecta a la primera de estas reso­
luciones impugnadas. se aduce por el actor que la argu­
mentación utilizada por el Tribunal Supremo para inad­
mitir el recurso es insuficiente y errónea. pues debía
tomar en consideración el valor total de la liquidación
litigiosa. que supera el límite previsto en la ley. como
asr lo reconoció el Tribunal Superior de Justicia de
Madrid en el fundamento jurídico 3.° de su Sentencia.
Se afirma que resulta inaplicable al caso de autos la
regla prevista en el arto 50.3 l.J.C.A.• en la que se basa
el Tribunal Supremo para inadmitir el recurso. ya que.
conforme ha declarado expresamente este órgano juris­
diccionel. en otras Sentencias. tal precepto adquiere ple­
na efectividad cuando exista una «pluralidad de deman­
dantes» circunstancia que no concurre en el supuesto
de autos en que debe tenerse en cuenta el valor de
lo que se pide en conexión con la relación jurídica en
base a la cual se pide; por tanto considera que tal reso­
lución de· inadmisión es contraria al arto 24.1 C.E.. al
haberse inadmitido el recurso en base a una decisión
que aun cuando puede aparecer formalmente motivada.
adolece de una manifiesta ausencia de motivación; ade­
más. añade. tal interpretación sería también contraria
a la efectividad del derecho fundamental de acceso al
recurso.

Por lo que respecta a la Sentencia impugnada se
estima infringido el referido derecho fundamental en la
medida que el Tribunal Superior de Justicia. al resolver
la cuestión planteada tiene por acreditados unos índices
dE¡ valores tipos y unas reglas para su aplicación que
no obran en autos. a pesar de haberse solicitado rei­
teradamente como prueba por el actor. lo que causa
indefensión y una clara infracción del principio de la
carga de la prueba establecido en el arto 114 de la ley
General Tributaria. Se alega por la demandante que' ha
intentado probar tanto los datos que constituyen el
supuesto de hecho de las normas jurídicas cuyas con­
secuencias jurídicas se invocan. como todas aquellas
otras que demostrarían la equivocada actuación admi­
nistrativa; por ello cuando en la Sentencia recurrida se
afirma que no se ha cumplido por el recurrente con
la carga de la prueba dimanante de lo establecido en
el arto 114 de la ley General Tributaria infringe este
precepto y la doctrina jurisprudencial aplicable y se ha
causado al actor una clara indefensión.

4. Por providencia de la Sección Primera de este
Tribunal y previamente a decidir sobre la admisión a
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trámite, se acordó requerir a la Sección Tercera de la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe­
rior de Justicia de Madrid para que en el término de
diez dlas remitiera testimonio del recurso 4.717/89 en
que se dictó la Sentencia impugnada. Recibido el tes­
timonio interesado, la Sección Primera dictó providencia
el 21 de noviembre de 1994, en la que a tenor de lo
dispuesto en el arto 50.3 LOTC, se concedió un plazo
común de diez dlas al Ministerio Fiscal y al solicitante
de amparo para que alegaran lo que estimaran conve­
niente acerca de la posible concurrencia del motivo de
inadmisión previsto en el arl. 50.1 c) LOTC.

5. La representación procesal del recurrente formu­
ló sus alegaciones en escrito que fue registrado el
día 2 de diciembre de 1994. En él se argumentaba que
el Auto y la Sentencia impugnados infringen el derecho
a la tutela judicial efectiva, el primero por cuanto impide
el acceso al recurso de casación con un razonamiento
insuficiente y erróneo y con fundamento en una inter­
pretación restrictiva contraria al arto 24.1 C.E.. y la segun­
da por haberle causado indefensión, reiterando, en sín­
tesis los mismos argumentos esgrimidos en la demanda
de amparo.

El Ministerio Fiscal en sus alegaciones, presentadas
el día 7 de diciembre de 1994, solicitó que se declarara
la inadmisión del recurso a trámite por cuanto la deman­
da de amparo carecfa de contenido constitucional. Ale­
gaba esta representación que en el Auto impugnado
se razona suficientemente la inadmisión del recurso,
pues se basa en que ninguna de las liquidaciones giradas
por el referido Impuesto sobre el Incremento del Valor
de los Terrenos alcanzaba el lImite mínimo de seis millo­
nes. Por 'consiguiente, continúa esta parte, en el Auto
se ofrece una motivación suficiente y razonaQle, y el
Tribunal Supremo se limita a aplicar un criterio objetivo,
razonable y fundado en Derecho, como. es la cuantla
litigiosa. En todo caso, la determinación de tal cuantía
es una cuestión de legalidad ordinaria, que en modo
alguno vulnera el arl. 24.1 C.E. y recuerda que en un
supuesto sustancialmente similar (recurso de amparo
603/94) este Tribunal ha dictado una providencia, el
dla 23 de mayo de 1994, inadmitiendo a trámite el recur­
so de amparo.

6. Por providencia de la Sección Primera de este
Tribunal. de 24 de enero de 1994, se admitió a trámite
la demanda de amparo y, a tenor de lo dispuesto en
el arl. 51 LOTC, se acordó librar comunicación a la Sec­
ción Tercera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, a fin de
que se procediera al emplazamiento de cuantos hubieran
sido parte en el procedimiento judicial, salvo el solicitante
de amparo, para que en el plazo de diez dlas pudieran
comparecer en el presente proceso constitucional.

7. El día 21 de febrero de 1995 tuvo entrada en
el Registro de este Tribunal el escrito del Procurador
señor Rodríguez Montaut por el que se personaba en
nombre del Ayuntamiento de Madrid, y por providencia
de la referida Sección, de 6 de marzo de 1995, se tuvo
por personado y parte al mencionado Procurador en
nombre y representación del Ayuntamiento de Madrid.
a tenor de lo dispuesto en el arto 52 LOTC, se acordó
dar vista de las actuaciones, por plazo de veinte dí,!S,
al Ministerio Fiscal y a las partes personadas a fin de
que formulasen las alegaciones que estimaran con­
venientes.

8. La representación procesal de la entidad
recurrente formuló sus alegaciones mediante escrito pre-

sentado en el Registro de este Tribunal el día 30 de
marzo de 1995. Tras exponer los antecedentes fácticos
del recurso reitera los argumentos sobre la mencionada
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva, que
se imputa, tanto al Auto del Tribunal Supremo por un
doble motivo: Falta de motivación y por interpretación
de la legalidad desfavorable a la efectividad del derecho
fundamental de acceso al recurso, como a la Sentencia
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, que, se afir­
ma, le causa indefensión.

9. La representación proéesal del Ayuntamiento de
Madrid formuló sus alegaciones mediante escrito regis­
trado en este Tribunal el día 1 de abril de 1995. Argu­
menta esta parte que los razonamientos en que se basa
el Auto impugnado no son insuficientes ni erróneos. La
literalidad del arl. 50.3 L.J.CA no precisa de ningún
tipo de interpretación y afirma que la resolución del Tri­
bunal Supremo en la que declaró inadmisible el recurso
se dictó al amparo de una causa legalmente establecida
y aplicada de modo razonable y no arbitrario y no ha
conculcado en modo alguno el derecho a la tutela judicial
efectiva. Tras exponer las concretaS circunstancias de
la transmisión liquidada, y la jurisprudencia del Tribunal
Supremo, dictada en supuestos similares, concluye' que
la pretensión deducida resulta claramente improcedente.
También rechaza la existencia de indefensión para el
recurrente por el hecho de no obrar en el expediente
administrativo en autos los índices de valores de los
trienios correspondientes al período liquidado, y ello
dada la naturaleza normativa de los mismos, que además
se publican, tras su aprobación, en el «Boletln Oficial
de la Comunidad de Madrid». Por otra parte, se ha expe­
dido por la Secretaría del Ayuntamiento certificación
sobre los lndices de Valores, y las reglas para su apli­
cación que afectan al inmueble transmitido y de los infor­
mes emitidos por la Sección Técnica de Valoraciones
y por la Sección de Ordenación de Zonas Protegidas
del Area de Urbanismo solicitadas en período probatorio
que han venido a esclarecer los problemas suscitados
an,te el Tribunal Superior de Justicia, careciendo de toda
base real las aleg'!ciones de la sociedad recurrente, por
lo que suplica a la Sala la desestimación del recurso
de amparo.

10. En fecha 7 de diciembre de 1994 se recibe
el escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal. En él se
reiteran los mismos argumentos esgrimidos con ante­
rioridad, en el trámite previo a la admisión de la demanda,
y refiere que el Auto contiene una motivación suficiente
y razonable, y que la interpretación llevada a cabo por
el Tribunal Supremo en orden a la determinación de
la cuantía litigiosa es correcta y objetiva, y transcribe
el contenido de la providencia de 23 de mayo de 1994,
dictada en el recurso de amparo 603/94, por la que
se inadmitió, por unanimidad, un asunto sustancialmente
similar al de autos. Seguidamente, en cuanto a la Sen­
tencia impugnada, señala que concurren ciertos defectos
formales que impedirían el examen del recurso pues,
por un lado, la Sala no indicó la pertinencia del recurso
de casación formulado, por lo que el recurso podría ser
extemporáneo, al haberse intentado un recurso de casa­
ción manifiestamente improcedente en lugar de acudir
directamente al amparo, y, además, la prueba propuesta
y no practicada pudo ser objeto de recurso, tanto en
el momento en que se daba por conclusa la fase pro­
batoria, como de invocación en el escrito de conclu­
siones. No obstante, entrando en el fondo de la cuestión
debatida, afirma esta representación que la Sala declaró
pertinente la prueba propuesta consistente en la apor­
tación de las reglas de aplicación del índice de valores
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establecido para el trienio 1986-1988 por el Ayunta­
miento de Madrid, ordenando que se librara el oportuno
oficio al referido Ayuntamiento, pese a ello, finalizó el
período probatorio sin haberse diligenciado tal oficio.
Así las cosas, estima el Ministerio Público, que lo rele­
vante es examinar si la Sentencia funda su fallo deses­
timatorio exclusivamente en la ausencia de tales docu­
mentos, en cuyo caso el amparo debería prosperar. Sin
embargo, analizando el contenido de la Sentencia, se
deduce que la ratio esencial de la desestimación radica
en que el Ayuntamiento ya tuvo en cuenta en su día
la posible minusvalía del terreno liquidado. El argumento
de la falta de los índices de valoración se utiliza a mayor
abundamiento, pero no resulta decisivo para la Sentencia
desestimatoria, de manera que la prueba omitida no es
determinante para la resolución del pleito. En consecuen­
cia, interesa que se dicte Sentencia denegando el alTlpa­
ro por cuanto no resulta del proceso la lesión de los
derechos fundamentales que sirven de apoyo a la
demanda.

11. Por providencia de 3 de julio de 1995 se señaló
para deliberación y votación el dfa 4 del mismo mes
y año.

11. Fundamentos jurfdicos

1. El presente recurso de amparo se dirige, en pri­
mer lugar, contra el Auto de 17 de marzo de 1994
dictado por la Sala Tercera del Tribunal Supremo que
inadmitió el recurso de casación deducido por la entidad
demandante de amparo y, en segundo lugar, contra la
Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de 3 de
febrero de 1993, que se intentaba impugnar en casación,
recaída en el recurso contencioso-administrativo contra
la Resolución municipal que confirmaba una liquidación
de Impuesto Municipal sobre el Incremento de Valor
de los Terrenos.

A la p'rimera de las resoluciones judiciales se le repro­
cha la lesión del derecho a la tutela judicial efectiva,
en su vertiente de acceso a los recursos legalmente pre­
vistos. Se aduce por la recurrente que la inadmisión del
recurso de casación por estimar insuficiente la cuantía,
es una decisión que aun cuando formalmente parece
motivada, pues se basa en una regla prevista en el
arto 50.3 l.J.C.A., en realidad carece de toda motivación
razonable puesto que tal norma para la determinación
de la cuantía litigiosa no es de aplicación al supuesto
de autos y, además, se basa en una interpretación con­
traria ala efectividad del referido derecho fundamental
de acceso al recurso y al principio de interpretación más
favorable al recurrente.

A la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Admi­
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia se le imputa
la vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva
sin indefensión, que tendrfa su origen en que la Sala
ha resuelto la cuestión litigiosa, relativa a la corrección
de la liquidación tributaria practicada, con fundamento
en la falta de prueba de ciertos datos e índices que
eran precisamente los que se intentaban acreditar a tra­
vés de la documental propuesta, prueba que, pese a
ser declarada pertinente por el órgano judicial. no fue
practicada en el período probatorio.

2. Centrado así el objeto del amparo, procede exa­
minar, en primer lugar, la lesión constitucional que se
imputa al Auto del Tribunal Supremo que declara la inad­
misión del recurso de casación. A tal efecto, ha de traerse
a colación la reciente doctrina de este Tribunal sobre
el acceso a los recursos y, en concreto, al de casación.

Desde la STC 3/1983 se precisó el diferente relieve
constitucional del derecho de acceso a la jurisdicción
y el de acceso a los recursos legalmente establecidos,
resultando éste un mero corolario de aquél. en cuanto
el derecho a acceder a la justicia no viene otorgado
por la Ley, sino por la Constitución, siendo «distinto el
enjuiciamiento que pueden recibir las normas obstacu­
lizadoras o impeditivas del acceso a la jurisdicción o
aquellas otras que limitan la admisibilidad de un recurso
extraordinario contra una Sentencia anterior dictada en
un proceso con todas las garantfas», ya que la aplicación
de aquéllas puede eliminar el derecho a someter el caso
a un Juez, y la de .las segundas solamente privaría de
la revisión de la respuesta judicial ya pronunciada en
la Sentencia de instancia, por lo cual se habría satisfecho
el núcleo esencial reconocido en el arto 24.1 C.E. en
tanto derecho a obtener tutela efectiva del Juez (SSTC
3/1983,255/1993,294/1994 y 58/1995). Asimismo,
en las recientes SSTC 37/1995 y 58/1995 en las que
se resolvían supuestos similares al ahora examinado,
sobre acceso al recurso extraordinario de casación,
hemos dicho que el sistema de recursos se integra en
la tutela judicial con la configuración que le dé cada
una de las leyes reguladoras de los diferentes órdenes
jurisdiccionales, sin que exista un derecho constitucional
a disponer de tales medios de impugnación, salvo en
lo penal (SSTC 140/1985,37/1988 y 106/1988)>>. Y
«como consecuencia de ello, el principio hermenéutico
pro actione no opera con igual intensidad en la fase
inicial del proceso para acceder al sistema judicial que
en las sucesivas, conseguida que fue una primera res­
puesta judicial a la pretensión cuya es la sustancia medu­
lar de la tutela y su contenido esencial. sin importar
que sea única o múltiple, según regulen las normas pro­
cesales el sistema de recursos» y que «no corresponde
a este Tribunal indicar la interpretación que ha de darse
a la legislación ordinaria, pues esta función se atribuye
en exclusiva a los Tribunales del orden judicial corres­
pondiente» (STC 274/1993, fundamento jurídico 2.°,
con cita de las anteriores 164/1991, 192/1992,
101/1993, entre otras).

3. Sentado lo anterior, no cabe afirmar que la reso­
lución del Tribunal Supremo sea arbitraria, irrazonable
ni contraria al derecho consagrado en el arto 24.1 C.E.
En efecto, la inadmisión del recurso de casación se basa
en la aplicación razonada de una causa legalmente pre­
vista, cual es la insuficiencia de la cuantía de las liqUi­
daciones tributarias que constituían el objeto del recurso
contencioso-administrativo. La Sala Tercera, en atención
al criterio establecido en el arto 50.3 l.J.C.A. sobre la
no acumulación del valor de las pretensiones deducidas,
regla que estima aplicable para la determinación de la
cuantía en la casación, concluye de manera razonada
y motivada que ninguna de las liquidaciones debatidas,
consideradas individualmente, superaba el límite mínimo
legalmente establecido, sin que procediera, conforme
a la anterior regla, la suma de los valores de cada una
de ellas.

Por consiguiente, nos hallamos ante una interpreta­
ción de un presupueljto o requisito procesal legalmente
establecido realizada por el Tribunal Supremo que en
modo alguno puede calificarse de arbitraria o claramente
errónea, y que, según la doctrina ant~rior.mente expues­
ta, no corresponde al Tribunal Constitucional examinar
o revisar. No babiéndose impedido, pues, el acceso al
recurso de una manera irrazonable o arbitraria, debe
rechazarse la primera de las lesiones constitucionales
invocada, referida al derecho fundamental que el
arto 24.1 C.E. garantiza.
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4. A la segunda de las resoluciones judiciales que
se recurren en amparo. esto es. la Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Madrid. se le imputa. asimismo. la lesión
del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva.
citándose como infringido el art. 24.1 C.E. Sin embargo.
conviene precisar que aun cuando el recurrente funda­
menta su queja constitucional en la vulneración de este
último derecho fundamental. en realidad. lo que se está
planteando ante este Tribunal y así se desprende de
los argumentos esgrimidos en la demanda de amparo.
es la posible infracción del derecho a utilizar los medios
de prueba pertinentes. reconocido en el, arto 24.2 C.E..
precepto en el que debe encuadrarse la cuestión
suscitada.

Como ha señalado este Tribunal en situaciones simi­
lares a la presente. en que se citaba también como infrin­
gido el arto 24.1 CE. del reconocimiento del derecho
a utilizar los medios de prueba pertinentes para la defen­
sa en el arto 24.2 de la Constitución no se deriva nece­
sariamente «que la temática probatoria no pueda estar
afectada ni protegida dentro del derecho a la tutela judi­
cial efectiva por el párrafo 1.° del art. 24 C.E.»
(SSTC 357/1993 y 246/1994. que recogen doctrina
anterior de SSTC 89/1986 y 50/1988). Por consiguien­
te. nuestro examen ha de centrarse en la supuesta lesión
del derecho. a utilizar los medios de prueba. que es la
cuestión realmente planteada por la actora en su deman­
da. al margen del concreto precepto constitucional que
se cita como cobertura.

Hecha esta precisión. conviene recordar que en rela­
ción con la falta de práctica de una prueba previamente
admitida. se vulnera el derecho fundamental a utilizar
los medios pertinentes para la defensa cuando la omisión
de la ejecuciéln de una prueba. declarada pertinente y
admitida. por tausas no imputables a la parte recurrente
produzca indefensión. pues la indefensión que prescribe
la Constitución ha de ser material. por la relevancia mis­
ma de los hechos que se quisieran probar en la decisión
final del pleito. ya que sólo en tal caso podrá apreciarse
el menoscabo efectivo del derecho fundamental
(SSTC 116/1983. 30/1986. 147/1987. 50/1988
Y 357/1993).

5. A la luz de dicha doctrina. hemos de examinar
si en el presente caso la prueba admitida por el órgano
judicial. pero no practicada. ha causado a la entidad
recurrente una verdadera indefensión material constitu­
cionalmente relevante.

Según resulta del examen de las actuaciones. la enti­
dad recurrente interpuso recurso contencioso-adminis­
trativo contra la Resolución del Ayuntamiento de Madrid
que desestimaba la reposición formulada contra el Decre­
to aprobatorio de las liquidaciones correspondientes al
Arbitrio sobre el Incremento del Valor de los Terrenos
giradas a la actora por la compraventa de un inmueble
sito en la calle Alcalá. número 31. de Madrid. En la
demanda se alegaba. por lo que aquí interesa. entre otros
motivos impugnatorios. que la finca objeto de la impo­
sición posee unos huecos y patios que representan el
26.59 por 100 de la superficie total de la finca. que
determina la aplicación de una deducción por exceso
de estos fondos y patios. que debe corregir el valor final.
Se decía en la demanda que «no figurando en el expe­
diente administrativo las reglas de aplicación de los índi­
ces de valores. resulta imposible determinar si es correc­
ta o no la afirmación efectuada por el Ayuntamiento
demandado en relación a la inexistencia de deducciones
por exceso de fondo y patio. por lo cual se solicitó la
incorporación al procedimiento de tales reglas».

Acordado el recibimiento del pleito a prueba. se pro­
puso por el demandante prueba documental consistente
en el expediente administrativo. y en que se dirija oficio
al Ayuntamiento demandado a fin de que se expida cer­
tificación acreditativa de los Indices de Valores y reglas
para su aplicación vigente en los años 1985 y 1986.
que afectaron al inmueble transmitido de la calificación
de la finca referida conforme resulta del Plan General
de Ordenación Urbana.

Por providencia de 4 de septiembre de 1992. la Sala
admitió y declaró pertinente la prueba propuesta. y. a
la vista de la insuficiencia del término probatorio. acordó
ampliar tal plazo por treinta días. librando oficio a la
Corporación demandada. El día 13 de noviembre siguien­
te se declaró concluso el período probatorio sin que se
hubiera recibido la documental propuesta.

En el trámite de conclusiones la recurrente instó a
la Sala para que acordara como diligencia para mejor
proveer. la remisión por la Administración de la certi­
ficación solicitada. El día 3 de febrero de 1993 se dictó
Sentencia. en la que se rechazaban los distintos argu­
mentos esgrimidos por la recurrente y. por lo que se
refiere al concreto motivo impugnatorio aducido. acerca.
de la existencia de ciertas circunstancias que disminuyen
la superficie gravada de la finca transmitida. que no fue­
ron tenidas en cuenta en la minusvalía del valor final.
la Sala razol'la que tales circunstancias ya fueron tenidas
en cuenta por el Ayuntamiento demandado «a efectos
de determinar la edificabilidad. sin que aparezca tal
deducción en los Indices de Valores para el trienio
1986-1988». y señala a continuación que «sin que en
este caso se haya cumplido por la entidad recurrente
con la carga de la prueba dimanante de lo establecido
en el arto 114 de la Ley General Tributaria». desestimando
de esta manera tal argumentación.

6. De estos antecedentes se desprende que la enti­
dad demandante. a través de la prueba documental. pre­
tendía acreditar la supuesta incorrección de la liquidación
tributaria impugnada por no ajustarse a los referidos Indi·
ces de Valores y reglas aplicables en la fecha de la com­
praventa. Aunque la tesis sostenida por la recurrente
se funda en que tal prueba era esencial para resolver
la cuestión litigiosa. lo cierto es que del razonamiento
de la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia se dedu­
ce claramente la irrelevancia que. a juicio del órgano
juzgador. ofrecía la incorporación a autos del referido
medio probatorio para el pronunciamiento final emitido.

En efecto. para llegar a su decisión la Sala razona.
por un lado. que las circunstancias relativas a la dis­
minución de la superficie total transmitida (la existencia
de huecos y patios) ya fue tomada en consideración
por la Administración al determinar la edificabilidad y.
por otro lado. afirma que las deducciones solicitadas
no se contemplaban en los Indices de Valores para el
trienio correspondiente a los años en que tuvo lugar
la transmisión inmobiliaria. Tal rázonamiento pone de
manifiesto que la Sala. al dictar la resolución impugnada.
consideró y tuvo en cuenta tales índices. que aun cuando
no constaban aportados al proceso. eran conocidos y
fueron aplicados por el órgano judicial en virtud del prin­
cipio iura novitcuria (STC 151/1994). dada su específica
naturaleza jurídico-normativa. afi(mada ya tanto por la
doctrina como por constante jurisprudencia del Tribunal
Supremo. Ello permitió al órgano judicial contar. para
la revisión de la conformidad y legalidad de la liquidación
tributaria practicada por la Administración. con dichos
elementos determinadores de la base imponible. elemen­
tos que se integran en la Ordenanza Fiscal reguladora
del Impuesto Municipal sobre el Incremento del Valor
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de los Terrenos, y de los cuales incluso la propia parte
podía disponer, sin precisar su prueba, dada la naturaleza
normativa de los índices y el público conocimiento
mediante su publicación oficial (arts. 355.2 y 357.1 del
texto refundido del Impuesto, de 18 de abril de 1986).

Por todo ello, ha de concluirse que en el presente
caso no se ocasionó ningún perjuicio o menoscabo al
derecho de defensa de la entidad mercantil demandante
de amparo, toda vez que la prueba declarada pertinente,
pero no practicada, resultó irrelevante en el pronuncia­
miento final. y ninguna incidencia tuvo en el fallo la falta
de realización de la misma.

FALLO

En atención a todo 10 expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD dUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publiquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a cuatro de julio de mil novecientos
noventa y cinco.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-Vicente
Jimeno Sendra.-Pedro Cruz Villalón.-Enrique Ruiz Vadi­
1I0.-Manuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Javier Del­
gado Barrio.-Firmado y rubricado.

18594 Sala Primera. Sentencia 111/1995, de 4
de julio de 1995. Recurso de amparo
1.907/1994. Contra Autos del Juzgado de
Primera Instancia e. Instrucción de Daroca y
Auto de la Audiencia Provincial de Zaragoza,
recaídos en diligencias previas. Vulneración
del derecho a la tutela judicial efectiva: irre­
gularidades procesales causantes de indefen­
sión.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Vitlalón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga
Cabrera y don Javier Delgado Barrio, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.907/94 interpuesto
por don Joaquín Garrido González, representado por la
Procuradora doña María Jesús Fernández Salagre y bajo
la dirección del Letrado don José Luis Galán Martín, con­
tra los Autos del Juzgado de Primera Instancia e Ins­
trucción de Daroca de 24 de marzo de 1994 y de 11
de abril de 1994, y contra el Auto de la Audiencia Pro­
vincial de Zaragoza de 2 de mayo de 1994, recaídos

en las diligencias previas 67/94. Ha intervenido el Minis­
terio Fiscal y el Abogado del Estado. Ha sido Ponente
el Magistrado don Enrique Ruiz Vadillo, quien expresa
el parecer de la Sala.

l. Antecedentes

1. En fecha 1 de junio de 1994 se recibieron en
este Tribunal Constitucional, procedentes del Centro
Penitenciario de Daroca (Zaragoza), sendos escritos, sus­
critos en fechas 17 y 25 de mayo de 1994 por el interno
de dicho Centro don Joaquín Garrido González, por
medio de los cuales anunciaba su intención de formular
recurso de amparo contra diversas resoluciones judicia­
les, al tiempo que s01icitaba el nombramiento de sendos
profesionales que le asistieran y representaran en el
recurso de amparo, por carecer de recursos económicos
para comparecer con Abogado y Procurador de libre
designación.

2. La Sección Primera (Sala Primera) de este Tri­
bunal, mediante providencia de 13 de junio de 1994,
acordó tener por recibido el escrito y, de conformidad
con lo dispuesto en el art. 88 de la LOTC, requerir al
Juzgado de Instrucción de Daroca para que en el plazo
de diez días remitiera testimonio de las diligencias pre­
vias núm. 67/94, con inclusión del Auto dictado por
la Audiencia Provincial de Zaragoza resolviendo el recur­
so planteado por el recurrente. Al mismo tiempo, se acor­
dó librar los despachos necesarios para la designación
de Abogado yProcurador del turno de oficio.

3. Por providencia de 11 de julio de 1994, la Sec­
ción acordó tener por recibido el testimonio de actua­
ciones remitido por el Juzgado de Instrucción, así como
los despachos procedentes del Colegio de Procuradores
y Consejo General de la Abogacía, teniendo por hechas
las designaciones en ellas efectuadas y trasladar los
escritos y documentos presentados por el citado
recurrente a la Procuradora señora Fernández Salegre,
con vista del testimonio recibic!o por la Sala, para que
bajo la dirección del Letrado designado, en el plazo de
veinte dias, formularan la correspondiente demanda de
amparo con los requisitos del arto 49 LOTC.

4. En fecha 29 de julio de 1994 se recibe el escrito
de demanda, suscrito por los profesionales designados
de oficio. La demanda de amparo se dirige contra los
Autos dictados por el Juzgado de Instrucción de Daroca
y la Audiencia Provincial de Zaragoza, en fechas 24 de
marzo, 11 de abril y 2 de mayo de 1994, respectiva­
mente, por los que acordaba el archivo de la denuncia
presentada por el interno contra Acuerdo del Centro
Penitenciario (Junta de Régimen y Administración) por
el que se ordenaba intervenir las comunicaciones orales
y escritas del interno, Joaquín Garrido González, por razo­
nes de seguridad y buen orden derestablecimiento. La
demanda se basa, en síntesis, en los siguientes hechos:

A) El actual demandante de amparo, interno cum­
pliendo condena en el Centro Penitenciario de Daroca
(Zaragoza), y perteneciente a la organización terrorista
Grapo, dirigió escrito denuncia al Juzgado de Guardia
de Daroca solicitando del mismo se personase en la
prisión de Daroca a fin de formular denuncia contra la
Dirección aclel Centro Penitenciario, por violación de la
correspondencia con su Abogada. El Juzgado de Ins­
trucción de Daroca, tras recibir del Centro Penitenciario
varios documentos (entre los que figura Acuerdo de la
Junta de Régimen y Administración por el que se decidía
«intervenir las comunicaciones orales y escritas del inter­
no Joaquín Garrido González por razones de seguridad


